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			Para quienes dedican su vida a hacer que el propósito público y el bien común sean centrales en la manera en que creamos valor.

		

	
		
			PREFACIO

			 

			 

			 

			 

			 

			Mientras escribo este libro estamos viviendo la pandemia de la COVID-19, que plantea enormes desafíos para cualquier miembro de la sociedad en todo el mundo. Vencer a la pandemia requiere grandes inversiones en bienes y servicios tanto físicos como sociales: de la carrera para desarrollar la vacuna o terapias efectivas, pasando por la producción de equipos de protección individual (EPI) y métodos adecuados de aprendizaje online para los niños que no van a la escuela, a nuevas formas de pensar en las redes de seguridad social. Requiere, además, un grado de colaboración entre naciones, ciudadanos, Gobierno y sector privado sin precedentes, a una escala que no habíamos visto nunca en nuestra vida. En esencia, es una prueba de fuego para la capacidad del Estado y la gobernanza eficaz tanto dentro de los países como entre ellos.

			Los gobiernos de todo el mundo se están adaptando a este desafío de maneras diferentes y con diversos grados de éxito. La gobernanza es clave para que la adaptación sea exitosa.[1] Las respuestas de los países han diferido tanto en la cantidad como en la calidad de las medidas adoptadas. Muchos gobiernos han comprometido sumas colosales con una mentalidad de «lo que sea necesario». Pero si hay algo que aprendimos de la crisis financiera del 2008 es que inyectar billones en la economía apenas tendrá efecto si las estructuras en las que se gastan son débiles. No podemos arriesgarnos a que eso vuelva a pasar.

			¿Podemos producir suficientes EPI para los trabajadores que están en primera línea? ¿Respiradores suficientes para los pacientes en las unidades de cuidados intensivos? ¿Una vacuna que ayude a crear inmunidad? ¿Podemos proteger a la gente que ha perdido su trabajo, de modo que tenga el derecho básico a un ingreso mínimo, comida, alojamiento y educación?

			Las respuestas a todas estas preguntas dependen de la organización de nuestra economía más que de la cantidad de dinero que se dedique a los problemas. Depende de estructuras concretas, de las capacidades y del tipo de asociaciones entre los sectores público y privado. También requiere cierta clarividencia para imaginar un mundo diferente. Una visión de qué tipo de crecimiento queremos, más las herramientas correspondientes para conseguirlo son las que crearán una nueva dirección para la economía. Y lo que se necesita es una nueva dirección.

			La exitosa respuesta de Vietnam ante la COVID-19 es un ejemplo interesante. Aunque se trata de un país «emergente» en cuanto a su nivel de desarrollo, su Gobierno fue capaz de estimular con mucha rapidez el desarrollo de kits de prueba de bajo coste. Esto fue posible porque tenía la capacidad de movilizar a diferentes sectores de la sociedad (la academia, el ejército, el sector privado, la sociedad civil) en torno a un objetivo común y de usar estratégicamente la contratación de investigación y desarrollo (I+D) en materia de salud para «acumular» soluciones innovadoras; es decir, utilizar el gasto gubernamental para aumentar la inversión público-privada.[2] Una colaboración público-privada efectiva permitió la rápida comercialización de los kits, que luego se exportaron a Europa y otros lugares, además de ser usados en el propio Vietnam. Además, el Gobierno fue capaz de motivar a los cartelistas, de aprovecharse creativamente de las redes sociales e incluso de fabricar sellos para promover un cambio en la conducta.[3] En India, la historia de éxito del estado de Kerala también es (al contrario que la desigual respuesta nacional) el resultado de inversiones a largo plazo en sanidad (entre ellas, los protocolos establecidos después del brote del virus de Nipah en los años 2018-2019 que, como el coronavirus, es un virus zoonótico) y un modelo eficaz de asociación público-privada entre los servicios médicos estatales y proveedores privados.[4] Respaldada por un alto nivel de confianza ciudadana ganada a lo largo de los años, la maquinaria del Gobierno, complementada por grupos de ayuda mutua, enseguida puso en marcha medidas muy restrictivas, al mismo tiempo que atendía a los más vulnerables, incluidos los trabajadores migrantes.[5]

			Sin embargo, en gran parte del mundo la imagen ha sido mucho menos optimista. Mientras este libro se imprime, los problemas a los que se enfrentan Estados Unidos y Reino Unido son el resultado de haber debilitado durante cuarenta años la capacidad de gobernar y gestionar, con base en una ideología según la cual el Gobierno debe mantenerse en un segundo plano e involucrarse únicamente para solucionar problemas cuando estos surgen. Un credo de la gestión pública que menosprecia la habilidad gubernamental para actuar con eficacia y promueve la privatización ha fomentado en gran medida la externalización de la capacidad del Gobierno al sector privado y una insistencia constante, pero errónea, en medidas estáticas de eficiencia,[6] dejando a los gobiernos con menos opciones, aferrándose incluso a panaceas tecnológicas irrealistas como la inteligencia artificial o las «ciudades inteligentes». También ha provocado que se invierta menos en competencias públicas, una pérdida de la memoria institucional y una mayor dependencia de las empresas de consultoría, que se han beneficiado de miles de millones en contratos gubernamentales.

			En Reino Unido, solo en el año 2018 el Gobierno externalizó contratos sanitarios por valor de 9.200 millones de libras.[7] Más del 84 por ciento de las camas en residencias están en centros privados, y 50.000 de ellas están en residencias gestionadas por empresas de capital de inversión cuyo fin último es obtener un beneficio, no proporcionar cuidados. Y a esa externalización se han sumado los recortes en la inversión pública. En Reino Unido, el valor total de la asignación a la sanidad pública —que permite a las autoridades locales proporcionar atención sanitaria vital y servicios preventivos— ha ido disminuyendo en términos reales, de 4.000 libras en el periodo 2015-2016 a 3.200 libras en el periodo 2020-2021, una reducción cercana a 900 millones de libras.[8] Los recortes que año a año se han ido haciendo a la asignación solo terminaron en el 2020 cuando la COVID-19 ya causaba estragos, pero en términos reales per cápita esta siguió siendo un 22 por ciento menor a la del periodo 2015-2016.[9] Para entonces, su descenso ya había ocasionado un daño sustancial a la capacidad de la sanidad pública local y puesto en peligro la eficacia de su respuesta ante la COVID-19.[10]

			El mantra sobre que su eficiencia es mayor es solo eso, un mantra. En Reino Unido, cuando se pagó a la consultora internacional Deloitte para que gestionara los test de la COVID-19, esta perdió las pruebas. Lo cual fue un recordatorio del enorme fracaso de G4S, otra empresa privada dedicada a conseguir contratos públicos, a la hora de proporcionar la seguridad de las Olimpiadas de Londres del 2012, lo que provocó que hubiera que llamar a las fuerzas armadas para solucionar el problema. De igual manera, Serco, una empresa privada que consigue sistemáticamente contratos de externalización, fue multada por el uso fraudulento de dispositivos electrónicos de monitorización para presos.[11] Y sin embargo, obtuvo un contrato para hacer pruebas y trazados por 45,8 millones de libras justo un año después de ser multada con más de un millón de libras por fallos que incluían el incumplimiento de las normas de protección de datos (por error, reveló el correo electrónico de los trabajadores en prácticas).

			El Gobierno federal de Estados Unidos corrió una suerte similar. En el año 2007 ideó un plan para incentivar el desarrollo de respiradores portátiles de bajo coste para utilizarlos en casos de emergencia. A principios del 2020, trece años después, no se había entregado respirador alguno, básicamente debido a su dependencia de la externalización. La crisis de la COVID-19 ha hecho que las consecuencias de esta falta de capacidad fueran aún más dramáticas. De hecho, la Administración del presidente Barack Obama ya se encontró en el 2010 con problemas relacionados con las tecnologías de la información (TI) que provocaron una situación bochornosa cuando trataba de introducir las reformas de su seguro de atención sanitaria, la Ley del Cuidado de Salud a Bajo Precio, conocida coloquialmente como «Obamacare». Mucha gente no podía acceder al sitio HealthCare.gov o completar la solicitud del seguro. Se desató una oleada de publicidad negativa, que aprovecharon quienes se oponían a Obamacare. Si dentro del Gobierno de Estados Unidos la capacidad tecnológica hubiera sido mayor, es probable que la Administración se hubiera enfrentado a menos dificultades y críticas políticas. Y aun así, no resulta sorprendente que, tanto en el 2013 como en el 2018, Serco —avergonzada en Reino Unido por sus constantes fallos— consiguiera contratos con el Gobierno de Estados Unidos para realizar la tramitación del seguro sanitario de Obamacare: 1.200 millones de dólares en el 2013 y otros 900 millones en el 2018.[12]

			La externalización no es un problema en sí mismo, siempre y cuando los gobiernos sigan siendo capaces, estén preparados para asumir riesgos y sean previsores; y siempre y cuando las «asociaciones» fundamentales con el sector privado estén de verdad concebidas en aras del interés público. La ironía es que tanta externalización ha dañado la aptitud de las administraciones para articular contratos. En marzo del 2020, el Gobierno de Reino Unido no consiguió garantizar el número de respiradores que creía necesitar, una situación que recordó a las dificultades del Gobierno de Estados Unidos.[13]

			Una lección clave es que, en las crisis, la intervención gubernamental solo es efectiva si el Estado tiene la competencia correspondiente para actuar. Lejos de limitarse al papel de ser, en el mejor de los casos, el que corrige los fallos de mercado y, en el peor, el que externaliza servicios, los gobiernos deberían invertir en crear áreas cruciales que sean poderosas, como la capacidad productiva, las competencias de contratación, las colaboraciones público-privadas que sirvan genuinamente al interés público y el conocimiento digital y de datos (al mismo tiempo que se protegen la privacidad y la seguridad). Sin esto, ni siquiera pueden concebir unos pliegos sólidos para las empresas que incorporan, que entonces pueden hacerse con la agenda.[14]

			Este libro sostiene que nos hemos desviado del rumbo y no podemos seguir cometiendo los mismos errores. El mundo se enfrenta a una gran cantidad de retos diferentes; de los relacionados con la salud a los relativos a la crisis climática, pasando por los que tienen que ver con regular la tecnología digital para proteger la privacidad. De hecho, en el año 2015, ciento noventa y tres países firmaron un compromiso para abordar diecisiete ambiciosos objetivos de desarrollo sostenible de Naciones Unidas (ODS) para el 2030, que abarcan problemas que van de la pobreza a la contaminación de los océanos. Para encararlos, necesitamos un planteamiento muy diferente al de las asociaciones público-privadas que tenemos ahora, lo cual requiere repensar por completo para qué sirve un Gobierno y las competencias y capacidades que necesita. Pero, más importante aún, depende de qué clase de capitalismo queremos construir, de cómo regular las relaciones entre los sectores público y privado y de cómo articular reglas, relaciones e inversiones de modo que todo el mundo pueda prosperar y se respeten los límites del planeta. Se trata, como se sostendrá, de crear una economía basada en soluciones, centrada en los objetivos más ambiciosos, los que de verdad son importantes para la gente y el planeta. No me refiero a invocar el concepto de moonshot como un proyecto predilecto aislado, sino a transformar el Gobierno desde dentro y fortalecer sus sistemas —de sanidad, educación, transporte o medioambiente— al mismo tiempo que se redirige la economía.

			Para regresar al camino correcto tenemos que preguntarnos de nuevo por el papel que el Gobierno debería desempeñar en la economía y, en consecuencia, por los instrumentos, las estructuras y las competencias que necesita —dentro de las organizaciones públicas, pero también para fomentar la colaboración entre organizaciones públicas y privadas que trabajan juntas de manera simbiótica— para, compartiendo riesgos y recompensas, solucionar los problemas más apremiantes de nuestro tiempo. En este sentido, se trata de repensar el capitalismo.

			Los desafíos son urgentes. La vida de las personas y la salud del planeta dependen de que los afrontemos.

		

	
		
			PRIMERA PARTE
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Una misión en tierra 
Qué obstaculiza el próximo «moonshot»
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LA MISIÓN Y EL PROPÓSITO


			 

			 

			 

			 

			 

			En septiembre de 1962, en un famoso discurso pronunciado en la Universidad Rice, el presidente John F. Kennedy anunció que el Gobierno de Estados Unidos pondría en marcha «la aventura más arriesgada, peligrosa y grandiosa en la que se ha embarcado la humanidad»: llevar a un hombre a la Luna y traerlo de vuelta sano y salvo. Declaró la ambición de hacerlo «antes de que acabe esta década».[1] Siete años después, Estados Unidos envió a la Luna a dos hombres (sí, al principio solo eran hombres) que aterrizaron en ella el 20 de julio de 1969.

			Cuando Kennedy pronunció su discurso, Estados Unidos todavía estaba por detrás de la Unión Soviética en tecnología espacial. En 1957, la Unión Soviética había dejado pasmado al mundo al lanzar el Sputnik, el primer satélite artificial, a la órbita de la Tierra. En abril de 1961, Yuri Gagarin se había convertido en el primer humano en orbitar el planeta en su cápsula, el Vostok 1. La Guerra Fría era intensa y existía una profunda preocupación por que la Unión Soviética hubiera robado a Estados Unidos y a Occidente un avance tecnológico y militar que podía suponer una amenaza. Kennedy había afirmado en su campaña electoral de 1960 que había una «brecha de misiles» entre Estados Unidos y la Unión Soviética.[2] La afirmación se basaba en estimaciones de la CIA y el Pentágono de que la Unión Soviética tenía más misiles balísticos intercontinentales que Estados Unidos, pero una vez Kennedy se convirtió en presidente, se descubrió que en realidad Estados Unidos tenía más. El deseo de vencer a los rusos, por lo tanto, impulsó una de las proezas más innovadoras de la historia de la humanidad.

			Lo que se conocería como «programa Apolo» costó al Gobierno de Estados Unidos 28.000 millones de dólares, 283.000 millones en dólares del 2020.[3] Supuso el 4 por ciento del presupuesto estadounidense e implicó a más de cuatrocientos mil trabajadores de la Administración Nacional de Aeronáutica y el Espacio (NASA, por sus siglas en inglés), universidades y contratistas. Pero el coste no fue un problema: lo importante era lograr el objetivo. Es más, Kennedy no tenía reparo alguno en hablar del desembolso, cuando en su discurso dijo de manera explícita: «Todo esto nos cuesta mucho dinero». De hecho, sostuvo, el presupuesto espacial aumentaba cada año y en 1962 era de unos 5.400 millones de dólares anuales: «Una suma impactante, aunque algo menos de lo que pagamos cada año por cigarrillos y puros». ¿Tendría necesariamente éxito? No, el presidente dejó claro que la relación entre el dinero invertido y el resultado era por completo incierta: «Me doy cuenta de que en cierta medida esto es un acto de fe e imaginación, porque no sabemos los beneficios que nos esperan». 

			Qué contraste con cómo, hoy en día, oímos hablar del «coste» de nuestros servicios públicos —y de su repercusión en el déficit y la deuda anuales— y no sobre los ambiciosos objetivos o los importantes resultados que se intentan lograr. Se asume que si gastamos más en un ámbito, tenemos que gastar menos en otro. Lo cual no podría estar más alejado del planteamiento de la exploración espacial, en el que la energía y la atención de todo el mundo se dedicaban al resultado —aterrizar en la Luna con éxito— y a la inversión e innovación que este exigiera.

			Kennedy anticipó la manera en que la ambiciosa misión daría lugar a «resultados indirectos» que influirían en la vida en la Tierra; innovaciones tecnológicas y organizativas que en ningún caso podían haberse previsto al inicio. De hecho, la tecnología necesaria para procesar datos en tiempo real y albergar ese procesamiento en el pequeño ordenador del módulo lunar es lo que impulsó gran parte de la innovación que hay detrás de lo que hoy llamamos «software».[4] Y también surgieron nuevos métodos de gestión, que descomponían problemas grandes y complejos en paquetes más pequeños. Más tarde, Boeing copió este modelo para construir el 747, el primer jumbo del mundo.

			Este libro nos anima a aplicar el mismo grado de audacia y experimentación a los problemas más importantes de nuestro tiempo; de desafíos sanitarios como las pandemias a retos medioambientales como el calentamiento global, o desafíos educativos como la brecha de oportunidades y rendimiento entre estudiantes debida, en parte, a un acceso desigual a la tecnología digital. Estos problemas «perversos» no solo requieren innovaciones tecnológicas, sino sociales, organizativas y políticas. Son enormes, complejos e inmunes a las soluciones simples. Debemos resolverlos —no solo adaptarlos— centrando la formulación de políticas en los resultados. Y esto significa conseguir que los sectores público y privado colaboren de verdad invirtiendo en soluciones, adoptando una visión a largo plazo y dirigiendo el proceso de modo que garantice que se hace por el interés público.

			Llegar a la Luna fue un descomunal ejercicio de resolución de problemas, en el que el sector público tenía el mando y trabajaba de cerca con empresas —pequeñas, medianas y grandes— en cientos de cuestiones independientes. Requirió la colaboración entre el Gobierno y muchos sectores diferentes, de la informática y los equipos eléctricos a la nutrición y los materiales. El Gobierno utilizó su poder adquisitivo para desarrollar contratos breves, claros y muy ambiciosos. Cuando, en ocasiones, el sector privado no cumplía lo estipulado, la NASA le devolvía el problema y no pagaba hasta que la solución fuera la correcta. Si tenían éxito, esas empresas podían crecer, al atender a los nuevos mercados que les abrían las compras del Gobierno, y ampliar sus operaciones mediante una estrategia basada en objetivos.

			Lo que integró todos esos esfuerzos y les dio un sentido fue que formaban parte de una misión; una misión liderada por el Gobierno y llevada a cabo por muchos actores. Hoy en día, se necesita con urgencia un enfoque «orientado por misiones»: asociaciones entre los sectores público y privado cuyo objetivo sea resolver los principales problemas de la sociedad. Pensemos, por ejemplo, en usar la política de contrataciones del sector público para estimular la innovación —social, organizativa y tecnológica— cuanto sea posible, con el fin de resolver problemas tan diversos como los delitos cometidos con arma blanca en las ciudades o la soledad de los ancianos en casa.

			Por supuesto, las lecciones del aterrizaje en la Luna no se pueden trasladar directamente a cualquier otro desafío, pero ponen de relieve la necesidad de revivir la ambición y la visión en la elaboración cotidiana de políticas. No puede tratarse solo de declaraciones audaces. Tenemos que creer en el sector público e invertir en sus competencias básicas, entre ellas la capacidad de interactuar con otros creadores de valor en la sociedad y de diseñar contratos que sirvan al interés público. Debemos promover una interacción más eficaz con las innovaciones en toda la sociedad; repensar cómo se diseñan las políticas, cambiar la manera en que se regulan los regímenes de propiedad intelectual y utilizar la I+D para difundir la información en el mundo académico, el Gobierno, los negocios y la sociedad civil. Esto significa que las políticas deben recuperar el propósito público, de modo que su fin sea generar beneficios tangibles para los ciudadanos y establecer objetivos que le importen a la gente, motivados por consideraciones de interés público en lugar de por el beneficio.[5] También significa hacer que el propósito sea algo central en la gobernanza corporativa y considerar las necesidades de todas las partes interesadas, incluidos los trabajadores y las instituciones comunitarias, en lugar de únicamente los accionistas (propietarios de las acciones de la empresa).

			En este contexto, el pensamiento moonshot consiste en establecer objetivos que sean ambiciosos además de inspiradores, capaces de catalizar la innovación entre múltiples actores y sectores de la economía. Se trata de imaginar un futuro mejor y de organizar las inversiones públicas y privadas para lograrlo. Esto es, al final, lo que llevó a un hombre a la Luna y lo trajo de vuelta.

			Pero hay una pega.

			La creencia general continúa presentando al Gobierno como una torpe máquina burocrática incapaz de innovar. En el mejor de los casos, su papel es solucionar, regular, redistribuir: corregir los mercados cuando funcionan mal. De acuerdo con este punto de vista, los funcionarios no son tan creativos ni asumen tantos riesgos como los emprendedores de Silicon Valley, y el Gobierno debería hacer posible la competencia en igualdad de condiciones y luego quitarse de en medio, para que quienes asumen riesgos en los negocios privados puedan desempeñar su papel.

			La tesis del libro es que, hasta que abandonemos este limitado punto de vista, no podremos pasar a los problemas clave que enfrentan nuestras economías. El pensamiento orientado por misiones como el que resumo aquí puede ayudarnos a reestructurar el capitalismo contemporáneo. La escala de la reinvención exige un nuevo relato y un nuevo vocabulario para nuestra economía política, que utilice la idea de propósito público para guiar las políticas y la actividad empresarial.[6] Esto requiere ambición; asegurarse de que los contratos, las relaciones y los mensajes dan como resultado una sociedad más sostenible y justa. También requiere un proceso lo más inclusivo posible, que implique a muchos creadores de valor. El propósito público debe ser un elemento fundamental en la manera de generar riqueza colectivamente, para que la alineación entre la creación de valor y la distribución de valor sea mayor. Y esta última no solo tiene que ver con la redistribución (ex post), sino también con la predistribución ex ante: una forma más simbiótica de que los agentes económicos se relacionen, colaboren y compartan.

			Es esencial vincular las propiedades micro del sistema —como la manera de dirigir las organizaciones— con los patrones macro —por ejemplo, el crecimiento deseado—. Al repensar cómo pueden organizarse mejor las relaciones entre el sector público y el sector privado en torno al propósito público, podemos crear un crecimiento más equilibrado y fuerte, con nuevas competencias y oportunidades que se extienden por toda la economía. Pero esto significa sustituir, desde el principio, la terminología, popular y anodina, de la «asociación» por una métrica más clara de cómo es un ecosistema simbiótico y mutualista; es decir, uno en el que los riesgos y las recompensas se comparten de manera más equitativa. En nuestra época, por desgracia, la relación suele ser parasitaria: la financiación de la sanidad pública está estructurada de modo que los medicamentos que se financian públicamente son demasiado caros para que los ciudadanos puedan comprarlos.

			A esta manera diferente de hacer las cosas la llamo «enfoque orientado por misiones». Significa escoger unas direcciones para la economía y luego hacer que los problemas que hay que resolver para llegar hasta ellas sean centrales a la hora de diseñar nuestro sistema económico. Significa diseñar políticas que catalicen la inversión, la innovación y la colaboración entre una gran variedad de agentes económicos, involucrando tanto a las empresas como a los ciudadanos. Significa preguntar qué clase de mercados queremos, en vez de qué problema del mercado es necesario corregir. Significa utilizar instrumentos como los préstamos, las subvenciones y los contratos de adquisiciones para impulsar las soluciones más innovadoras que aborden problemas específicos, bien sean estos limpiar los océanos de plásticos o reducir la brecha digital. La pregunta equivocada es: ¿cuánto dinero hay y qué podemos hacer con él? La pregunta correcta es: ¿qué es necesario hacer y cómo podemos organizar los presupuestos para lograr esos objetivos?

			Es una tarea inmensa. Vivimos una época en la que el capitalismo está en crisis y una ideología errónea sobre el papel del Gobierno ha impregnado nuestras expectativas sobre lo que este puede hacer y, por lo tanto, lo que otros agentes pueden hacer en asociación con el Gobierno. Pero las crisis son precisamente el momento adecuado para reimaginar el tipo de sociedad que queremos construir, y las competencias y capacidades que necesitamos para lograrlo.

			¿Este libro trata sobre repensar el Gobierno o sobre repensar el capitalismo? La respuesta es que ambas cosas. Cambiar el capitalismo significa cambiar cómo se organiza el Gobierno y cómo se dirige una empresa, y también cómo las organizaciones públicas y privadas se relacionan entre sí. Dirigir las estructuras de gobernanza de las organizaciones, y las relaciones entre organizaciones, hacia una noción de «propósito» es la clave de un enfoque orientado por misiones.

			De hecho, durante muchos años se ha reclamado que las formas de la gobernanza corporativa sean más «significativas» y pasen del capitalismo de accionistas al capitalismo de las partes interesadas. En enero del 2018, Larry Fink, consejero delegado de BlackRock, escribió una carta a quinientos consejeros delegados titulada «El sentido de propósito». En ella sostenía: «Sin un sentido de propósito, ninguna compañía, cotizada o no, puede alcanzar su pleno potencial. En última instancia, perderá el permiso de las principales partes interesadas para operar. Sucumbirá a las presiones cortoplacistas para distribuir ganancias y, de paso, sacrificará las inversiones en desarrollo de los empleados, innovación y los gastos de capital que son necesarios para el crecimiento a largo plazo».[7] Un año y medio después, en agosto del 2019, el Business Roundtable, un club formado por ciento ochenta poderosos consejeros delegados, entre ellos los de Apple, Accenture y JP Morgan Chase, se hicieron eco del mismo mensaje. En una declaración, sus miembros sostenían que para promover una forma más funcional de capitalismo, los beneficios debían distribuirse de manera más amplia entre todos los sectores interesados, entre ellos los trabajadores y las comunidades: las partes interesadas fundamentales.[8]

			El problema es que, a pesar de estos llamamientos, no se están produciendo muchas transformaciones. Esto no solo se debe a que el cambio necesario tiene que afectar al núcleo de los modelos de negocio y las cadenas de valor, en lugar de ser tratado como una idea adicional, también se debe a que un renovado sentido de propósito tiene que afectar a la esencia de la relación entre las organizaciones de la economía, no solo dentro de las empresas. El cambio se obtiene de volver a imaginar cómo los diferentes agentes y organizaciones de la economía crean valor de manera conjunta. Sí, este libro se centra en cambios que son muy necesarios para nuestras instituciones públicas. Pero, como la actividad gubernamental —las inversiones directas, los subsidios indirectos, los impuestos y las regulaciones— es algo esencial en casi todas las relaciones, repensar el Gobierno significa repensar el capitalismo.

			Aunque este libro está destinado a teóricos y profesionales, está concebido como una guía para poder «hacer» el capitalismo de forma diferente. Sostiene que debemos cambiar las organizaciones, las estructuras de gobierno y el diseño de las palancas prácticas de las políticas económicas: las herramientas que necesitamos para construir una economía orientada al propósito.

		

	
		
			
2 
EL CAPITALISMO EN CRISIS


			 

			 

			 

			 

			 

			Antes incluso de que la pandemia de la COVID-19 golpeara en el 2020, el capitalismo se encontraba estancado. No tenía —y no tiene— una respuesta para multitud de problemas cruciales, de los que la crisis medioambiental sea tal vez el más importante. Del calentamiento global a la pérdida de biodiversidad, la actividad humana está minando las condiciones necesarias para la estabilidad social y medioambiental.[1] Con los actuales compromisos políticos para la reducción de emisiones, la temperatura superficial del planeta va camino de aumentar más de 3°C respecto a la época preindustrial; una magnitud que, suele aceptarse, tendrá consecuencias catastróficas.[2] La extinción de especies ha multiplicado de cien a mil la tasa de extinción de fondo, lo que ha llevado a algunos científicos a anunciar que estamos siendo testigos de la sexta extinción masiva.[3]

			En lugar de optar por una trayectoria de crecimiento sostenible, el capitalismo ha creado economías que, infladas por burbujas especulativas, enriquecieron al 1 por ciento que ya era inmensamente rico y destruyeron el planeta. En muchas economías capitalistas occidentales y de estilo occidental, excepto para unos pocos, las ganancias reales apenas han aumentado en más de una década —en algunos casos, como en Estados Unidos, durante varias décadas—, exacerbando las desigualdades entre grupos y regiones a pesar de los altos niveles de empleo.[4] Las dinámicas de la desigualdad explican por qué la ratio entre beneficios y salarios ha alcanzado un récord máximo. Entre 1995 y el 2013, el salario mediano real en los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) creció a una tasa media anual del 0,8 por ciento frente al 1,5 por ciento de crecimiento en la productividad laboral.[5] En el periodo 1979-2018, los salarios reales de los percentiles 50 y 10 de la distribución de salarios se estancaron; para el percentil 50, durante ese periodo, el cambio acumulativo de los salarios reales fue del 6,1 por ciento, para el percentil 10 del 1,6 por ciento, frente al 37,6 por ciento para el percentil 90. En los países ricos, la ratio entre el patrimonio personal y los ingresos pasó del 200-300 por ciento en 1970 al 400-600 por ciento en el 2010.[6]

			Después del 2008, estas economías también se engancharon a la droga de la expansión cuantitativa —la inyección de enormes cantidades de liquidez en el sistema llevada a cabo por los bancos centrales—, a pesar de que el crecimiento económico y la mejora de la productividad siguieron siendo débiles.[7] La deuda privada regresó a niveles que no se veían desde los primeros años de este siglo. En el 2018, la deuda privada alcanzó el 150 por ciento del PIB en Estados Unidos, el 170 por ciento en Reino Unido, el 200 por ciento en Francia y el 207 por ciento en China; todos ellos valores bastante más altos que a principios de siglo.[8]

			Y gran parte de los negocios se han visto afectados por una peligrosa combinación de baja inversión, gestión cortoplacista y grandes recompensas para los accionistas y los directivos de las empresas.[9] En las economías avanzadas, la inversión empresarial apenas ha recuperado los niveles del 2008.[10] En la década de 1980, en Reino Unido la remuneración típica de un consejero delegado era veinte veces superior a la del trabajador medio. En el 2016, la remuneración media de un consejero delegado del FTSE 100 era 129 veces superior a la del empleado medio.[11] Desde 1980, en Reino Unido la proporción de los beneficios dedicada al pago de dividendos ha permanecido constante, independientemente de la rentabilidad. La importancia de la recompra de acciones ha aumentado, superando de manera sistemática a la emisión de acciones en Reino Unido durante la última década. En Estados Unidos, el pago total a los accionistas ha aumentado hasta alcanzar casi el billón de dólares, igualando los máximos anteriores a la crisis, pasando de alrededor del 10 por ciento del flujo de efectivo interno en la década de 1970 al 60 por ciento en el 2015.[12]

			Y las sociedades autoritarias, con un capitalismo de Estado, también están experimentando dificultades. Hoy en día, China, la principal economía autoritaria, sigue lastrada por unas industrias estatales ineficientes y muy endeudadas, un sistema bancario con enormes préstamos «zombis», una población envejecida y la descomunal tarea de alejar la economía de una excesiva dependencia de las exportaciones y dirigirla hacia un mayor consumo doméstico. Para ser justos, está avanzando y la ambición de hacer más verde su economía es real, con más de 1,7 billones de dólares invertidos como parte de un plan quinquenal. Pero no parece probable que un modelo de planificación central sea capaz de asumir las audaces reformas en la colaboración pública y privada que prevé este libro.

			La crisis de la COVID-19 ha revelado cuán frágil es el capitalismo. La gente que trabaja en la economía gig (literalmente, «economía de bolos») no tiene seguridad alguna. Los altos niveles de deuda corporativa —dedicada, en parte, a pagar dividendos, recomprar las acciones de la propia compañía y aumentar de forma indirecta la paga de los altos ejecutivos— han dejado a muchas empresas con poco a lo que recurrir. Su estrategia de confiar en cadenas de suministro globales debilitadas con el fin de recortar costes y reducir el poder de negociación de sus trabajadores in situ demostró ser un talón de Aquiles cuando la pandemia produjo una disrupción en la producción a escala global y creó una competencia salvaje incluso por artículos básicos como las mascarillas. Algunos gobiernos, sobre todo los de Reino Unido y Estados Unidos, habían externalizado en tal medida su capacidad respecto al sector privado y las consultoras que no fueron capaces de gestionar la crisis de manera adecuada. Esto provocó equivocaciones fatales cuando los gobiernos tuvieron que hacer frente a la escasez de EPI y fracasaron a la hora de conseguir test suficientes para su población.[13] La ironía definitiva fue que gobiernos que durante mucho tiempo se habían aferrado a la austeridad, de repente cambiaron sus sentimientos respecto al gasto público, pidiendo prestado y creando déficits a una escala que antes les habría causado una apoplejía ideológica, mientras luchaban por hacer «lo que sea necesario» para mantener vivas sus economías nacionales. Golpeado tanto por el colapso de la producción como por el colapso de la demanda —ambos inducidos, en buena medida por el Gobierno para eliminar el virus—, el modelo económico y social de Thatcher y Reagan se ha venido abajo y la economía global está lidiando con una depresión históricamente severa.

			Una economía mundial inactiva, que se traduce en un desastre sobre todo para los países en desarrollo y los menos ricos entre los países desarrollados, ha exacerbado las tensiones sociales y políticas que se han ido intensificando durante décadas. Para demasiadas personas, la vida es precaria, ya sea porque están endeudadas o porque sus ahorros cubren como mucho un mes de alquiler.[14] Un informe descubrió que incluso en Estados Unidos, la economía más grande del mundo, cuya clase trabajadora llegó a ser un símbolo de prosperidad, casi tres de cada diez adultos necesitaría pedir dinero prestado o vender algo para cubrir un gasto inesperado de cuatrocientos dólares.[15]

			El equilibrio de poder ha pasado de los trabajadores a los empleadores —por ejemplo, la relación entre un conductor de Uber y Uber como corporación multinacional está concebida deliberadamente para desplazar el riesgo de la empresa al trabajador— y esto, sumado a otras prácticas para reducir costes que han disminuido el poder de negociación de la mano de obra, es una de las razones por las que la ratio entre los beneficios y los salarios ha alcanzado un récord máximo en la última década.[16] Otros viven al día con contratos de «cero horas». Hay mucha gente que, incluso cuando tiene un trabajo habitual, sigue dependiendo de prestaciones sociales para llegar a fin de mes.[17] Pero ha sido de los trabajadores ignorados y mal pagados —los recolectores de basura, el personal de correos, los limpiadores de hospital, los cuidadores, los conductores de autobús— de los que ha dependido la sociedad durante la mayor parte de la crisis de la COVID-19, no de los jefes corporativos, los financieros o los residentes en paraísos fiscales.

			Las antiguas divisiones políticas se han ampliado: entre nacionalismo e internacionalismo, democracia y autocracia, gobiernos eficientes e ineficientes. Una profunda sensación de injusticia, impotencia y desconfianza en las élites —sobre todo en las élites empresariales y políticas— ha minado la fe en las instituciones democráticas. El sistema global y multilateral construido con gran esfuerzo después de la Segunda Guerra Mundial y los valores abiertos, ampliamente liberales, que este encarna se encuentran bajo una presión sin precedentes. La salvación nacional se ha impuesto a la cooperación internacional, para satisfacción de «hombres fuertes», demagogos y regímenes autoritarios que pueden aprovechar la corriente de populismo y explotar el clima de miedo. Para colmo, los gobiernos han continuado postergando cómo abordar de manera adecuada la emergencia climática. Podemos hacerlo mejor. Pero para hacerlo mejor, tenemos que entender bien cómo nos metimos en el lío en el que estamos.

			Para comprender la verdadera escala de este desafío es importante entender que los asuntos antes descritos son la consecuencia de fuerzas más profundas que, juntas, han conducido a una forma disfuncional de capitalismo. Hay (al menos) cuatro fuentes clave del problema: 1) el cortoplacismo del sector financiero, 2) la financiarización de las empresas, 3) la emergencia climática y 4) los gobiernos lentos o ausentes. En todas ellas, parte del problema es cómo se estructuran las organizaciones y la forma en que se relacionan entre sí. Por lo tanto, su reestructuración debe ser parte de la solución.

			 

			 

			LAS FINANZAS SE ESTÁN AUTOFINANCIANDO

			 

			El primer problema es que, en buena medida, el sector financiero se ha estado financiando a sí mismo. La mayor parte de la financiación regresa a las finanzas, los seguros y las propiedades inmobiliarias en lugar de destinarse a usos productivos. Su acrónimo en inglés, FIRE (Finance, Insurance, Real Estate), significa «fuego»; un término apropiado, en el sentido de que esa práctica está quemando los cimientos en los que se apoya el crecimiento económico a largo plazo. En Estados Unidos y Reino Unido, solo alrededor de una quinta parte de la financiación acaba en la economía productiva (por ejemplo, en empresas que quieren innovar, en infraestructuras que hay que construir). Y en Reino Unido el 10 por ciento de los préstamos bancarios se concede a empresas no financieras; el resto respalda activos inmobiliarios y financieros.[18] En 1970, en las economías avanzadas, los préstamos inmobiliarios constituían alrededor del 35 por ciento de todos los préstamos bancarios; en el 2007 la cifra había aumentado hasta alrededor del 60 por ciento.[19] La estructura actual de las finanzas fomenta así un sistema impulsado por la deuda y las burbujas especulativas que, cuando estallan, lleva a los bancos y otras instituciones a suplicar un rescate gubernamental. Algunas de ellas se consideran «demasiado grandes para quebrar», como los bancos en la crisis financiera del 2008-2009: si caían, todo el sistema se derrumbaría con ellos. De modo que los bancos consiguieron el rescate: los beneficios de FIRE son privados, sus pérdidas son públicas. Rescatar a los bancos implicó un «riesgo moral» porque, al ser considerados demasiado importantes para quebrar, vivieron con una garantía implícita del Gobierno que les incitó a asumir riesgos excesivos sin tener que afrontar todas las consecuencias si sus apuestas salían mal.

			 

			 

			LAS EMPRESAS SE ESTÁN CENTRANDO EN LOS BENEFICIOS TRIMESTRALES

			 

			El segundo problema es que las propias empresas se han financiarizado. Durante las últimas décadas, las finanzas en general han crecido más rápido que la economía y, en los sectores no financieros, las actividades financieras y las actitudes que las acompañan han acabado dominando las compañías. Una parte cada vez mayor de los beneficios corporativos se ha utilizado para aumentar las ganancias a corto plazo en el precio de las acciones, en lugar de realizar inversiones a largo plazo en ámbitos como nuevos bienes de equipo, I+D y formación del personal: las capacidades se desarrollan de manera insuficiente, demasiados trabajos son «McEmpleos» e inseguros, y los salarios permanecen bajos.[20] De hecho, en Estados Unidos y Reino Unido una de las razones del alto nivel de endeudamiento privado —impulsado por una forma de capitalismo cuyo objetivo es maximizar el rendimiento para los accionistas, no para todas las partes interesadas— es que muchos trabajadores necesitan endeudarse para mantener su nivel de vida, pero no logran ganar lo suficiente como para reducir o pagar la deuda.[21] Sin embargo, por desgracia, el problema va más allá incluso en Escandinavia, donde la desregulación del sector financiero ha causado un incremento de la deuda privada (debido también al consumo basado en créditos de garantía hipotecaria) y un exceso de inversión en los sectores FIRE.[22]

			Mediante la compra de sus propias acciones, una corporación puede aumentar de manera artificial el precio de estas y el de sus directivos, a los que se paga con dichas acciones. En los diez años previos al 2019, el total de las recompras en la Fortune 500 (la lista anual de las quinientas mayores empresas de Estados Unidos, en función de sus ingresos, elaborada por la revista Fortune) superó los cuatro billones de dólares, y hubo muchas compañías que gastaron más del 100 por ciento de sus ingresos netos en una combinación de recompras y pagos de dividendos, saqueando así sus reservas de capital. En el mismo periodo, seis de las mayores aerolíneas de Estados Unidos se gastaron una media del 96 por ciento de su flujo de efectivo libre en recompras de acciones —en el caso del fabricante de aviones Boeing esta cifra fue del 74 por ciento—, lo que no impidió a estas compañías pedir ayuda al Gobierno federal cuando se produjo la crisis de la COVID-19.[23]

			La excusa que suele escucharse de las empresas que hacen esto es que no hay «oportunidades de inversión». Pero, dado que las compañías que más acciones recompran pertenecen a industrias en las que es evidente que existe esa posibilidad —la farmacéutica y la de la energía—, esta justificación no resulta convincente. ¿De verdad no hay posibilidades de innovar en antibióticos o en el tratamiento de enfermedades tropicales que afectan sobre todo a la gente pobre de los países en desarrollo, por no mencionar las vacunas? (Esta pregunta se volvió particularmente pertinente con la llegada de la COVID-19.) ¿De verdad los fabricantes aeronáuticos no tienen oportunidades para invertir en energías renovables y otras tecnologías verdes? El mayor culpable de esto es una forma de gobernanza corporativa obsesionada con la «maximización del valor para el accionista»; en esencia, maximizar el precio de las acciones. Incluso Jack Welch, el difunto consejero delegado de General Electric, una de las empresas más grandes de Estados Unidos, llamó al final de su vida al valor para el accionista «la idea más estúpida del mundo». Explicó: «El valor para el accionista es un resultado, no una estrategia […]. Tus principales apoyos son tus empleados, tus clientes y tus productos. Los gestores y los inversores no deberían establecer el aumento del precio de la acción como su objetivo general […]. Los beneficios a corto plazo deberían aliarse con un incremento del valor de la compañía a largo plazo».[24]

			En la práctica, muchas veces la maximización del valor para el accionista ha implicado cargar a las empresas de deuda —un modelo en teoría eficiente que apalanca la base de capital de la empresa—, a riesgo de exponerlas peligrosamente a acontecimientos inesperados como una pandemia o una caída del mercado. Por ejemplo, en el año 2017 Estados Unidos sufrió una grave disminución de la venta al por menor. Toys ‘R’ Us, un viejo minorista estadounidense, entró en liquidación. Había sido adquirido en el 2005 por dos empresas de capital de inversión, Bain Capital y Kohlberg Kravis Roberts, y una inmobiliaria, Vornado Realty Trust. Para comprar la compañía utilizaron la fórmula habitual del capital de inversión, es decir, cargarla de deuda para, después, aumentar el retorno.[25] De hecho, la deuda de la empresa enseguida se incrementó después de la adquisición, pasando de 1.860 millones de dólares a casi 5.000 millones. En el 2007, el pago de los intereses de la deuda suponía el 97 por ciento del beneficio operativo de la empresa. La caída de las ventas minoristas de los años siguientes fue importante, pero la elevada carga de deuda impuesta a Toys ‘R’ Us afectó a su capacidad de adaptación y aumentó su vulnerabilidad frente a la crisis.[26] La excesiva financiarización de las compañías y la búsqueda implacable del valor para el accionista han hecho que muchas otras grandes empresas sean objeto de acusaciones parecidas de riesgo moral: las ingeniosas estructuras financieras benefician más a los propietarios que a otras partes interesadas como los trabajadores, los proveedores y los clientes, por no hablar de las comunidades más amplias en las que operan las empresas.

			 

			 

			EL PLANETA SE ESTÁ CALENTANDO

			 

			Y el tercero es un problema que si no se resuelve pronto eclipsará a los demás: la emergencia climática, que cambiará de manera drástica la vida de los humanos, los animales y las plantas de nuestro planeta. En el año 2019, un informe del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático sostenía que nos quedan solo diez años antes de que el colapso climático sea irreversible.[27] La COVID-19 ha hecho que seamos aún más conscientes de la fragilidad de nuestro entorno y de un sistema económico que depende de él. La emergencia climática es, en gran medida, el resultado de otros cuatro problemas de las finanzas y los negocios: los combustibles fósiles siguen siendo la principal fuente de energía, las industrias emiten demasiado carbono, el sector financiero ha alimentado una economía impulsada por los combustibles fósiles y el Gobierno está apoyando esta disfuncionalidad; increíblemente, en el 2019, en Estados Unidos los subsidios a las empresas de combustibles fósiles se estimaron en 20.000 millones de dólares anuales y en la Unión Europea en 55.000 millones de euros anuales, una cifra enorme.[28] De los fondos para la recuperación de la COVID-19 asignados a las empresas energéticas por los gobiernos del G20, el 56 por ciento se ha entregado a proyectos de combustibles fósiles, lo que equivale a 151.000 millones de dólares (128.000 millones de euros).[29] Y en relación con la extinción masiva de animales y plantas —la otra gran crisis medioambiental, vinculada a esta— se está haciendo todavía menos.

			 

			 

			
LOS GOBIERNOS ESTÁN HACIENDO APAÑOS, NO LIDERANDO


			 

			La única manera de solucionar estos problemas es que los gobiernos los aborden de manera proactiva. Y esto nos lleva al cuarto problema: los gobiernos se han creído la ideología de que su papel es simplemente arreglar problemas, no alcanzar objetivos audaces. La teoría económica mayoritaria no considera que los agentes públicos sean capaces de crear y conformar, ni que los mercados sirvan a un propósito al que se debe dar forma. La ideología actual más bien asume que el capitalismo funciona mediante un «mecanismo de mercado» accionado por la tendencia natural de los individuos a perseguir su propio interés, maximizando cada uno su función objetiva: los consumidores maximizan su utilidad, los trabajadores maximizan sus preferencias entre ocio y trabajo y las empresas maximizan sus beneficios. A continuación, este relato dice que cuando los mercados que surgen de estas decisiones individuales no logran producir resultados «eficientes», el Gobierno debe intervenir, ya sea corrigiendo las externalidades positivas (como la investigación básica) o las negativas (como la contaminación). En este libro sostendré que los mercados no son el resultado de la toma individual de decisiones, sino de cómo se regula cada agente creador de valor, incluido el propio Gobierno. En este sentido, los mercados están «integrados» en reglas, normas y contratos que afectan al comportamiento organizativo, las interacciones y los diseños institucionales.[30] Así, el Gobierno no puede limitarse a corregir los mercados de forma reactiva, sino que, para producir los resultados que la sociedad necesita, debe participar de manera explícita en su conformación. Puede y debe guiar la dirección de la economía, servir como «inversor de primer recurso» y asumir riesgos. Puede y debe conformar los mercados para que cumplan un propósito.

			En cierta medida, el Gobierno ya lo hace, pero de manera fragmentaria y aleatoria. Y el asunto no es normativo; incluso con la desregulación un Gobierno puede optar por una dirección. La cuestión es cómo diseñar herramientas que ayuden de manera explícita a conseguir una direccionalidad con un propósito. Muchas medidas gubernamentales permiten que los mercados funcionen, o crean y/o conforman mercados mediante la inversión en ámbitos como la educación, la investigación y las infraestructuras físicas; generan demanda mediante contrataciones, los códigos jurídicos y las políticas antimonopolio. En este sentido, los mercados están integrados en instituciones y normas, y son creados conjuntamente por diferentes actores tanto del sector público como del privado, así como por organizaciones de la sociedad civil como los sindicatos. Pero la ideología dominante o bien niega este papel (por ejemplo, a los bancos no les gusta que les recuerden que operan con una garantía implícita del Gobierno), o bien sostiene que el Gobierno no debería actuar de esta manera.

			El resultado es que los gobiernos se centran en corregir aquello que va mal en lugar de mejorar de manera imaginativa la vida cotidiana de los ciudadanos. De hecho, la mejora y la imaginación brillan por su ausencia, lentitud o rigidez. El expresidente Obama tenía razón cuando en enero del 2020 dijo que los métodos de gobierno actuales son inadecuados para el siglo XXI, porque en el Gobierno las innovaciones fundamentales más recientes, como la manera en que se estructuran sus departamentos, habían tenido lugar cuando la televisión era en blanco y negro.[31] Obama quería racionalizar el Gobierno federal para apoyar mejor la economía de Estados Unidos en una época de competencia global.

			En parte, lo que impide que los empleados públicos innoven es el miedo a hacer algo más que poner parches al sistema cuando este empieza a funcionar mal. Ronald Reagan lo resumió cuando, como es bien sabido, dijo: «Las ocho palabras más terroríficas de la lengua inglesa son: “Soy del Gobierno y estoy aquí para ayudar”».[32] Reagan se hacía eco del espíritu del Estado «vigilante nocturno» del siglo XIX, sin entender que eso creaba una profecía autocumplida por la que el Gobierno hace demasiado poco, demasiado tarde. Siempre reacciona cuando el sistema parece que empieza a romperse y hace reparaciones sobre la marcha, como alguien que no dejara de poner parches a un neumático gastado en lugar de sustituirlo por uno nuevo, desperdiciando poco a poco su capacidad de ser un creador de valor activo. Y los parches han sido grandes, desde rescatar a los bancos hasta invertir allí donde el sector privado se niega a poner su dinero. Incluso los «bienes públicos», como el gasto para limpiar el aire o invertir en conocimiento nuevo, se formulan como correcciones a los mercados en vez de como verdaderos objetivos. El problema no es el «Gobierno grande» o el «Gobierno pequeño». El problema es el tipo de Gobierno: qué hace y cómo lo hace.

			Ninguna de las dificultades que estamos sufriendo es inevitable. Son el resultado de cómo hemos decidido regir nuestro sistema. Las estrellas no dicen que el sector financiero no pueda invertir en la economía real, o que solo deba hacerlo teniendo en cuenta objetivos de rentabilidad a corto plazo. Le hemos recompensado por hacerlo así; por ejemplo, al reducir los impuestos a las ganancias de capital, al permitir que los pagos de intereses sobre la deuda se compensen con impuestos corporativos, al dejar que la banca de inversión y la banca minorista operen dentro del mismo grupo corporativo y con la desregulación generalizada.[33] No hay nada inevitable que obligue a un sector empresarial sobrefinanciarizado a centrarse en exceso en el corto plazo. No hay nada inevitable en que el sector público siempre esté en modo reactivo. Y no hay nada inevitable en que nuestro planeta continúe calentándose, volviéndose cada vez más hostil para los humanos, las plantas y los animales. Son elecciones que hacemos colectivamente. No hemos exigido que el sector privado actúe de otra manera, ni siquiera como condición para tener acceso a inversiones públicas clave que son cruciales para sus beneficios, como los cuarenta mil millones de dólares anuales para innovación sanitaria financiados con fondos públicos en Estados Unidos. El sector público ha demostrado muy poca consideración por las preocupaciones de los votantes relacionadas con el aire limpio, una sanidad pública fuerte, la regulación de las empresas y la salud del planeta.

			Las razones para hacer un cambio radical son, por lo tanto, abrumadoras. Pero para impulsar este cambio, tenemos que ver el problema a través de una lente particular, concentrándonos en repensar el Gobierno para estimular mejoras en toda la economía. ¿Por qué? La razón es simple: solo el Gobierno tiene la capacidad de supervisar una transformación a la escala necesaria; de reformular la manera en que se rigen las organizaciones económicas, cómo se estructuran sus relaciones y cómo se relacionan entre sí los agentes económicos y la sociedad civil.

			De hecho, repensar la gobernanza corporativa debe ser una de las prioridades de la agenda. Tenemos que hacer que las empresas pasen de centrarse únicamente en maximizar el valor para los accionistas a que las motiven varias partes interesadas. La responsabilidad social corporativa tradicional es demasiado limitada para provocar esta transformación. Lo que se necesita es transparencia acerca del valor que se crea y una nueva forma de trabajar con toda la cadena de valor para producirlo. Se requiere un renovado sentido de propósito tanto en el Gobierno como en las empresas y en cómo trabajan juntos. Por ejemplo, es posible estructurar la actividad gubernamental de manera que recompense tipos de comportamiento corporativo que nos lleven a la consecución de objetivos de sostenibilidad. Esos fines no se pueden abordar con simples cambios en la gobernanza corporativa, mediante métricas como el ESG (las siglas en inglés de medioambiental, social y gobernanza corporativa). También requiere una manera fundamentalmente distinta de interacción entre las empresas y el Estado. Si, por ejemplo, el acceso de las empresas a los subsidios públicos estuviera condicionado por el cumplimiento de objetivos sociales y medioambientales, el «propósito» estaría integrado en los contratos y las interrelaciones.

			 

			 

			Misión economía trata de cómo el Gobierno debe cambiar internamente para lograr resultados ambiciosos, además de cómo debe modificar su interacción con los demás agentes. La situación actual de los instrumentos típicos usados por los gobiernos, como los impuestos, las políticas fiscales y las políticas monetarias, carece de rumbo. No existe una direccionalidad sistémica hacia la desfinanciarización o la sostenibilidad; tampoco intento alguno de cambiar la estructura de costes relativa mediante el sistema tributario u otros instrumentos con el fin de orientar las inversiones hacia la eliminación de residuos, la reducción de materiales, del uso de la energía y de la contaminación. ¿Por qué no estamos gravando en serio lo que resulta perjudicial para el medioambiente y favoreciendo lo verde? ¿Por qué las ganancias de capital pagan menos impuestos que los ingresos del trabajo? ¿Por qué no se obtiene un beneficio claro al invertir a largo plazo en lugar de a corto plazo? ¿Por qué no se hace nada para detener las operaciones de alta frecuencia, de dudosa legalidad, así como la nociva práctica de la recompra excesiva de acciones?[34] ¿Por qué no se intenta rediseñar el Estado de bienestar para que responda a las nuevas condiciones creadas por las tecnologías digitales? No existe una dirección clara; con la salvedad de que dejar que el mercado haga como le plazca independientemente de los resultados sí que es una «dirección». Pero, en cuanto se aplique de manera sistemática una verdadera dirección a toda una serie de políticas, dando paso a sinergias en la innovación y el comportamiento de la inversión en toda la economía, el Gobierno tiene que hacer mucho más. Debe transformarse a sí mismo en una organización innovadora, con la competencia y la capacidad de estimular y catalizar la economía para que esté más orientada a propósitos.

			El primer paso es desmontar y esquematizar con mayor precisión por qué los gobiernos se han quedado tan atascados. Es imposible lograr mejores políticas sin entender primero los mitos subyacentes tras las malas políticas y las ideas necesarias para avanzar.
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